
Medellín, 29 de febrero

Doctor

OTTY PATIÑO HORMAZA

Comisionado de Paz de Colombia

Cordial saludo.

Una innovación de La Paz Total fue considerar que esta no era posible sin la Paz urbana.

Estadísticamente es factible demostrar que el llamado conflicto urbano incide con fuerza

en las violencias del país. Colombia es un país cada vez más citadino, 82% de su población

es urbana (ONU 2022), y la proporción de homicidios es 3.2 urbanos por uno rural.

La Corte Constitucional en su reciente sentencia C-525/2023 sobre la ley 2272, destacó la

importancia del componente urbano de La Paz Total al declarar la exequibilidad de la

expresión “Realizar todos los actos tendientes a entablar acercamientos y conversaciones

con estructuras armadas organizadas de crimen de alto impacto que demuestren voluntad

para transitar hacia el Estado de Derecho”, contenida en el artículo 5º de dicha ley.

Antioquia es una tierra contrastada por las polarizaciones. Así como hay enemigos de la

Paz Total, también hay muchos amigos de la solución dialogada, con fuerza en los distintos

sectores de la sociedad. De allí la expectativa generada por el ejercicio que llevamos a

cabo actualmente en procura de desarticular unas estructuras ilegales consolidadas en lo

social, económico y territorial, para facilitar la implementación del inconcluso Estado social

y ambiental de derecho, tal como se pretende con la Agenda Temática acordada en la

mesa, pero aún no divulgada.

La divulgación de la Agenda Temática constituye la columna vertebral del relanzamiento

del proceso tal como usted, con mucho tino, lo planteó en su reciente acompañamiento.

Al mismo tiempo permite desarmar múltiples prevenciones de algunos gobernantes y

sectores de la sociedad que se preguntan “¿qué es lo que allá conversan? o ¿ese espacio

será un concierto para delinquir?”. Dilatar esa actividad, anunciada pero aplazada desde

noviembre de 2023, desgasta el proceso de paz urbana y las expectativas se traducen en

escepticismo.

Desde la Delegación oficial y por la actitud voluntariosa de los voceros de las estructuras

armadas ilegales, para llevar a cabo las exploraciones iniciales y su cristalización con la

adopción de protocolos, pautas de trabajo mancomunado y una agenda como derrotero,

se ha logrado configurar un vigoroso movimiento social de apoyo a la paz urbana, con eco

en la academia, la institucionalidad y en sectores empresariales, además de crear las

condiciones necesarias para que la Paz Total y su componente urbano, se constituya en la

apuesta más importante del gobierno nacional en nuestro territorio.



El Espacio de dialogo socio jurídico ha impactado la inseguridad en Medellín y el área

metropolitana, mediante la reducción de los homicidios, del desplazamiento forzado

intraurbano y de la desaparición forzada, como lo registran las cifras oficiales del año 2023

(por primera vez en décadas Medellín tiene una tasa de homicidios por debajo del

promedio nacional) y lo que va del 2024. Son logros que difícilmente la institucionalidad

local y regional le reconocerá, de alguna manera, al proceso de paz en marcha. Al

contrario, los voceros insisten en que están en curso dudosas acciones judiciales,

seguimientos y perfilamientos de familiares, para intentar debilitar, según ellos, su

participación en el espacio dialógico y la causa de la paz. De lo anterior, les hemos

solicitado informes con evidencias.

Respecto a la extorsión, en cumplimiento de una tarea promovida por usted en la ultima

reunión, los voceros tienen propuestas para llevar a cabo de inmediato. Tema de la

próxima conversación.

Como pauta de trabajo, la Delegación propende por construir cercanías con los gobiernos

locales, con avances significativos, en particular, en la promoción y concertación de los

asuntos de la paz, DDHH y reconciliación, en los planes territoriales de desarrollo.

Compartimos plenamente su apreciación sobre que el principal enemigo de la paz es el

tiempo. Nos quedan escasos dos años. Según nuestra línea de tiempo construida como

Delegación, este 2024 debe ser el año para concretar acuerdos, retadores y complejos, y el

2025 será el de la construcción real de la paz territorial y social, y la ejecución de acuerdos.

Por ello, nos preocupa señor Comisionado, que la OACP no pueda responder con

oportunidad a las múltiples exigencias que los distintos procesos de la Paz Total demandan

a diario de tipo operativo y logístico, como en el caso nuestro, los permisos para ingresar

con la frecuencia requerida al escenario natural de las conversaciones, la cárcel de Itagüí;

la refrendación de las resoluciones de los facilitadores, que vencen cada tres meses, y

cumplen una labor significativa en el proceso; la solicitud de los asesores académicos para

los voceros de las estructuras que permitan el desarrollo de la agenda; la agilización de

contratos pendientes tanto de la OACP y la Delegación (tenemos dos delegados sin

contrato formal desde hace meses).

En fin, en Medellín y el Valle de Aburra la Delegación, que requiere fortalecimiento, está

totalmente comprometida con el emocionante reto de construir paz, asignado por

mandato presidencial y hoy bajo la orientación suya.

Con admiración y aprecio,

Jorge Mejía Martínez
Coordinador Delegación
Diálogos socio jurídicos Medellín y Valle de Aburra




